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SENTENCIA No.    92911   
CAUSA No.26.452/06 “DEDIEUS ESTHER NOEMI C/ CHARCAS 5002 S.A. S/ SEG. DE VIDA OBLIGATORIO – INCIDENTE DE EXTENSIÓN DE RESPONSABILIDAD” – JUZGADO No.59 
En la ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, a
          22/12/11     reunidos en la Sala de Acuerdos los señores miembros integrantes de este Tribunal, a fin de considerar el recurso deducido contra la sentencia apelada, se procede a oír las opiniones de los presentes en el orden de sorteo practicado al efecto, resultando así la siguiente exposición de fundamentos y votación.

La doctora Diana Regina Cañal dijo:

Contra la sentencia de primera instancia dictada por la Dra. Temis (fs.424/431), se alza la parte demandada a tenor de su presentación de fs. 433/437, con réplica de la contraria a fs. 442/444. Asimismo, el letrado patrocinante de la accionada, apela sus honorarios por bajos (v. fs. 438).

La recurrente se queja, de que no se haga lugar a la excepción de prescripción planteada en la contestación del traslado del incidente, y porque se le extiende la condena, bajo fundamento de los arts. 225 y 228 de la LCT.

Por cuestiones de orden metodológico, realizaré una breve reseña de los hechos que motivaron estos agravios. Primero, examinaré sucintamente los pasos procesales que derivaron en el presente incidente y, luego, recogeré los datos que indiquen qué pasó en la empresa desde el año 92 (fecha de su constitución), hasta la actualidad.

En el expediente que corre por cuerda al incidente (nro. 1972/94), en el cual la viuda del Sr. Palavecino (trabajador) reclamara los créditos derivados del fallecimiento de su esposo a la empresa Charcas 5002 S.A. el Dr. Zas dictó sentencia haciendo lugar a su pretensión (v. fs. 164/167 del expte. principal; 23/9/97).

De allí en más, la acreedora a dichos rubros, intentó ejecutar su condena. En primer término, a partir del 5 de Mayo de 1998, solicitó embargos sobre los bienes existentes en el inmueble de Charcas 5002, donde la empresa tenía su establecimiento (fs. 211, 216 y 224 del expte. 1972/94), y luego, lo intentó sobre las sumas depositadas en cuentas corrientes (fs. 235, 295, 302 del expte. 1972/94). 

En todo ese tiempo (tres años), lo único que logró fue embargar unos bienes (detallados a fs. 224 del expte. 1972/94), pero cuando requirió su subasta (fs. 312 del expte. principal), le informaron que la empresa había entrado en quiebra. Más tarde, intentó saber más respecto de la quiebra, lo que derivó en las contestaciones de oficio de fs. 323 y 344 (del mismo expte.; del 12 de Marzo de 2002 y 21 de Mayo de 2003, respectivamente). 

Todo ello concluyó, finalmente, con la solicitud de extensión de responsabilidad (v. cargo de fs. 373vta del 13 de Agosto de 2004).

Así las cosas, la Sra. Esther Noemí Dedieus inicia ante el mismo juzgado, el presente incidente de extensión de responsabilidad (fs. 19 del 30/8/04 en la que se forma el incidente), a fin de que Julio Ricardo Ballatore, Marcelo Bernardo Manuel Flores, Bernardo Flores y María Luisa Giménez, sean declarados responsables solidarios por los créditos que progresaron en el expediente principal “Dedieus, Esther Noemí c/ Charcas 5002 S.A. s/ Seg. De Vida Obligatorio”.

A tal fin, y tal como fuera expuesto precedentemente, la actora relata que, una vez firme la sentencia dictada en los autos principales, intentó distintas medidas a fin de ejecutarla, sin que ninguna tuviera éxito. Mas agrega un dato, en el que finca el requerimiento de extensión: que al verificar la quiebra de Charcas 5002 S.A, constató que el restaurante en donde su marido había trabajado, siguió funcionando bajo el mismo nombre (“La Paloma de Palermo”), y en el mismo lugar, aunque aparecía bajo la explotación de María Luisa Gimenez.

Entiende entonces, que habría existido una suerte de transferencia irregular del establecimiento en el que su esposo trabajara. Ello, ya que la empresa que fuera demandada en el expediente principal (Charcas 5002 S.A.), había quebrado sin que hubiera sido posible localizar ni su documentación, ni ninguno de sus bienes o activos.

Por lo tanto, la pretensión de la actora es la extensión de la condena a la sucesora o adquirente del negocio y establecimiento en el que trabajara su esposo (es decir, la Sra. María Luisa Giménez) y, también hacia los socios y directivos de la sociedad anónima quebrada, por fraude a la ley (a la sazón, los Sres. Julio Ricardo Ballatore, Marcelo Bernardo Manuel Flores y Bernardo Flores).

A fs. 19, el juez del principal (Dr. Zas, nuevamente) asumió la competencia, y en consideración a los hechos invocados como sustento de la pretensión, imprimió a la cuestión el trámite ordinario y la incidentó. De tal suerte, corrió traslado de la acción de extensión a los accionados, por el plazo de diez días.

A fs. 28/34, la Sra. María Luisa Giménez, opuso excepciones de incompetencia, falta de legitimación y prescripción. 

En el caso de esta última, argumentó que el plazo bianual previsto por la ley de contrato de trabajo para créditos laborales, había transcurrido en exceso. Ello, a contar desde el inicio de la demanda originaria, hasta el momento de interposición del incidente. A su vez, y en lo que hace a la falta de legitimación, sostuvo no ser sucesora del establecimiento, ya que sólo fue locataria del mismo. Afirma que, si bien compró parte del inmueble, dicha adquisición fue hecha con un tercero ajeno a la relación. Al cual, lo destaco, no identifica.

Establecido el marco fáctico y procesal, me abocaré a lo que surge en autos en relación con lo sucedido en y con la empresa, al mismo tiempo que en el proceso.

Charcas 5002 S.A. se constituyó el 27 de Octubre de 1992 (fs. 339), un año antes de la muerte del Sr. Palavecino. La sociedad funcionó con aparente normalidad, hasta que el año 2001, en que entrara en crisis. Ello se comprueba, por medio de las diferentes anotaciones que hiciera el Registro de la Propiedad. Por las mismas, se advierten los sucesivos embargos que recayeron sobre la propiedad, desde donde la empresa desarrollaba su objeto social (v. fs. 4/8, a partir del año 2001).

A partir de Enero de 2001, la Sra. María Luisa Giménez arrendó el inmueble de Charcas 5002, esquina Humboldt 2396, como ella misma lo dice en su responde (ver fs. 30vta.),lo que se corrobora desde el referido certificado, en donde se termina por clarificar que la locación se celebró con Bernardo Flores.

Me detengo un segundo, para señalar que, si bien Giménez niega e impugna su contenido, ver fs. 30vta., primer párrafo del acápite, “El Inmueble”, no ofrece prueba alguna a tal fin.   

Luego, a su vez, no solo esto surge del referido certificado, sino que también explica porqué el mismo pudo celebrar el arrendamiento. En efecto, el instrumento acredita la compraventa hecha por Bernardo Flores del bien, el 19/11/92. Así como emerge el dato de que eran cotitulares Marcelo Bernardo Flores, Roberto Luis Lopez, Javier Domingo Lopez y de Fernandez Manuel Sanromán, quienes manifiestaran realizar la adquisición en gestión de negocios para Charcas 5002 SA, que para el 30/10/92, se encontraba en trámite de inscripción (ver fs.4/4vta.). 

Justamente, el mismo bien raíz que luego fuera adquirido en parte por esta misma persona en el año 2003

Llegamos, finalmente, al 1º de Junio de 2001, en el que la sociedad comercial decretó su quiebra (fs. 323 del expte. 1972/94).

Relatados así los sucesos, cabe memorar que lo que se discute en la especie, ya no es ni la competencia (que sabiamente la primera instancia asumiera, por no ser el incidente de extensión una incidencia del proceso principal, que hace ni más ni menos que a la efectividad de las decisiones judiciales, ver SD 2016, del 29 de junio del 2004, in re "Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido, del registro del juzgado 74"), como tampoco lo fue nunca la cosa juzgada. 

Señalo que, mal podría haberlo sido, porque precisamente sobre lo que falló el Dr. Zas, anterior titular del juzgado, con su sentencia definitiva en el proceso principal (fs.121/123), fue lo discutido en relación con el contrato de trabajo, y en cambio lo que se decidiera en la sentencia dictada por su sucesora, la Dra. Temis (fs.424/431), es un derivado de ese decisorio, vinculado con avatares propios del proceso de ejecución.

Hasta aquí, esta falta de oposición de cosa juzgada, guarda una lógica procesal. Mas la misma se pierde cuando, la incidentada pretende agotado el plazo bianual, tema completamente vinculado al anterior.

En esto, un gráfico puede ser de mucha ayuda para resolver el planteo de prescripción, desde sus dos ópticas: qué plazo debe computarse y desde cuándo debe correr el mismo.     
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Este gráfico, lo que nos muestra, son dos líneas de tiempo, con sus respectivas realidades. En el nivel inferior, se ubica el primer tiempo (T1) y la primera realidad (R1), en el superior el segundo tiempo, que es el que tiene lugar en el proceso (T2), en una nueva realidad, que es precisamente la del proceso judicial (R2).

En el T1/R1, tienen lugar los hechos que dan motivo al proceso judicial, el que se inicia en el T2/R2, a través de la traba de la litis (TrL), y que se continua mediante la etapa de conocimiento (EC), hasta el dictado de la sentencia (SD).

Ese primer tramo de ese T2/R2, tiene por objeto investigar los sucesos del T1/R1. Es decir, que procura “conocer” cómo fueron los hechos en la realidad que precede al juicio y que lo motivan, a fin de que el juez pueda, al culminar la etapa probatoria, realizar la atribución causal y solo entonces, hacer efectiva la imputación jurídica.

Ese es el sentido de la primera flecha: conectar una realidad con la otra. La ficción de que la realidad de los hechos, se reproducen inductivamente, a través de la prueba producida en la causa (de ahí las x1, x2, etc, queriendo graficar las distintas medidas probatorias).

Pero para hacer eso, hay una ventana procesal, a saber, el periodo prescriptivo. Hoy por hoy, de acuerdo a la redacción del artículo 256 de la LCT, la parte cuenta con dos años.

Una vez dictada la sentencia, la realidad es la del proceso, y algún dato adquirido –según el caso- de la realidad previa al dictado de la sentencia, ajeno al mismo (T1/R1), o contemporáneo (T2). Quiero decir: algo que sucedió en el primer nivel, pero que no se conocía, o que sucede mientras tiene lugar el proceso. En todos los casos, obviamente, se trataría de hechos que tendrían que ver con algún intento de vaciamiento, o de alteración de los sujetos demandados y condenados.

Se inicia entonces, una vez dictada la sentencia definitiva (SD), el proceso de ejecución (EE), que es justamente en el que nos encontramos en esta causa, en donde la discusión está centrada en consecuencias derivadas del dictado de la sentencia. De ahí el sentido de la flecha, que se vuelve sobre el mismo nivel del que parte.

Esto evidencia porqué, no se podría estar hablando de cosa juzgada, y en consecuencia de prescripción bienal. Porque si, como ya se dijera, lo que se resolvió es en relación al T1/R!, y lo que ahora se cuestiona es algo del T1/R2, mal podría haberla cuando se está hablando de cosas distintas. El único punto en común, de la requerida triple identidad, sería el del sujeto: que es precisamente el objeto de la extensión. La investigación del mismo.

Su causa, en cambio, es el dictado de la sentencia, que no se puede ejecutar. De modo que la razón de ser de la extensión no finca ni en el despido, ni en el pago en negro, o lo que fuese que se discutió en la traba de la litis, sino si los demandados y condenados permiten la efectivización del decisorio o no.

Luego, advierto que la demandada incurren en una confusión habitual en la doctrina, en relación con el tema de extensiones de condena a sujetos, en principio, no demandados ni condenados.

Y digo, “en principio”, porque lo que se discute en el incidente de extensión, es precisamente si, por el contrario, se trata de las mismas personas demandadas que, a través de la constitución de nuevas entidades buscan no satisfacer las condenas, creando nuevas (en el caso de las personas de existencia ideal) o pasando directamente sus bienes a otras (de existencia ideal o física) -hipótesis invocada en el sub lite- como en las causas “Ibelli, Emilio c/ Dam SRL” del registro de esta Sala, SD 47.537, del 4/11/97 y “Doican, Héctor Eduardo c/ Salvia, Antonio Rafael y otros s/ despido”, JNT Nro. 74, SI 13, del 19/11/97, ambas fueran comentadas muy favorablemente por Lino Palacio en LL el 21/5/02.

De modo que la causa del incidente, es completamente diferente a la de la principal u originaria (como en la especie), en la que se discutieron las condiciones del contrato de trabajo. En este incidente, lo que se debate es esa transformación y/o vaciamiento, que impediría el cumplimiento de la sentencia originaria.

Por lo tanto, el plazo a computar será el de diez años, en virtud de lo normado por el artículo 4023 del Código Civil. El mismo comenzará a correr desde el 22/5/2003 (v. fs. 344 del expte. principal), oportunidad para la cual ya quedaba en claro que no podía hacerse efectivo el cumplimiento de la sentencia. Desde ese momento, hasta que fuera interpuesta la presente demanda (13/8/04), obviamente no se encontraba agotado el plazo prescriptivo.

Luego, y ya en concreto respecto del pedido de extensión de condena a María Luisa Giménez, comparto que la misma deber ser solidariamente responsable, a luz de lo dispuesto por el art. 228 de la LCT, puesto que la solidaridad del transmitente y del adquirente, rigen respecto de las obligaciones emergentes del contrato de trabajo existentes a la época de la transmisión. 

Ahora bien, tal como se viera en la síntesis de los considerandos, la Sra. María Luisa Giménez, reconoció haber alquilado el inmueble donde la empresa Charcas 5002 S.A., ejercía su explotación, luego adquirido por esta, de mano de sus socios. No obstante, sostiene que si bien era el mismo restaurante y era la misma actividad que se prestaba con anterioridad, afirma que nunca explotó el fondo de comercio del mismo.

En ese marco, su situación no cambia, pues conforme los términos del art. 225 de la LCT, se considera adquirente a todo aquel que pasare a ser titular del establecimiento, por cualquier título, es decir, comprador, usufructuario o arrendatario, y asimismo, debe entenderse por “obligaciones existentes a la época de la transmisión”, las devengadas anterior o contemporáneamente a la transferencia. 

A su vez, el art. 1º de la ley 11.867 establece que serán “elementos constitutivos de un establecimiento comercial o fondo de comercio, a los efectos de su transmisión por cualquier título: las instalaciones, existencias en mercaderías, nombre y enseña comercial, la clientela, el derecho al local, las patentes de invención, las marcas de fábrica, los dibujos y modelos industriales, las distinciones honoríficas y todos los demás derechos derivados de la propiedad comercial e industrial o artística”.

En la especie, la codemandada Giménez no sólo fue arrendataria del inmueble donde anteriormente explotaba su giro comercial la firma Charcas 5002 S.A., sino que también aprovechó de esta última su nombre de fantasía (“La Paloma de Palermo”), así como su clientela (v. fs. 326 del expte. 1972/94 y fs. 28/34). 

En cuanto al nombre de fantasía, debe agregarse una presunción: la que surge de la homonimia entre el antiguo y el nuevo nombre, lo que no puede favorecerles dada la confusión a la que se presta y que por lo tanto los coloca, en principio, en situación de probar su buena fe, tal y como lo ha establecido la Cámara Comercial, Sala E, in re “Norfabril SRL c/ Norfabril S.A.”, del 29 de junio del 87 (en el mismo sentido, ver fallo “Alvarez c/ Emprendimientos 2001”).

Luego, esta sinonimia no es explicada ni por la testimonial, ni por ningún argumento del demandado.

Por lo tanto, entiendo, que habría una efectiva transferencia del establecimiento, puesto que la codemandada ha recibido el fondo de comercio de la sociedad demandada en el expediente principal, en los términos de la ley 11.867. A lo que además, corresponde advertir que nunca se ha perfeccionado la debida publicidad de la transferencia, conforme arts. 2 y 4 del mismo cuerpo normativo.

Cabe agregar, que en estos casos estamos en presencia de una responsabilidad solidaria pasiva, referida a obligaciones en las que el trabajador es acreedor. Su fuente es la ley, y los deudores solidarios no tienen un interés común lícitos: uno de ellos es obligado directo y el otro se ve sujeto a la responsabilidad solidaria, en atención al vínculo que mantienen con el primero. Asimismo, cumple la función de garantía con respecto a las obligaciones en las que el trabajador es acreedor, cuya fuente es la ley y la sentencia, las que determinan en cada caso su existencia y extensión.

En el caso, además, Giménez no podía desconocer la existencia de la condena, que formaba necesariamente, parte del pasivo de la empleadora, al tiempo de operar la transferencia.

Por ello, y en atención a lo dispuesto por el art. 225 de la L.C.T., y la doctrina plenaria que sentara esta Cámara al decidir los autos "Baglieri, Osvaldo D. c/ Nemec, Francisco y Cía. SRL y otro”, que dice: "El adquirente de un establecimiento en las condiciones previstas en el art. 228 LCT es responsable por las obligaciones del transmitente derivadas de las relaciones laborales extinguidas con anterioridad a la transmisión" (Nº 289 del 8.8.97), propongo confirmar la extensión de responsabilidad de la codemandada María Luisa Giménez.

Cabe señalar que, si bien es mi criterio reiterado que el art. 303 del CPCCN resulta inconstitucional, toda vez que viola la independencia judicial, solo atada a la aplicación del derecho dictado por sus autoridades naturales con respecto a la Constitución Nacional, ello no impide que adhiera a su doctrina; por lo tanto, comparto lo dicho en “Baglieri”.

En atención al modo de resolver, propicio confirmar el régimen de costas impuesto en grado (art. 68 CPCCN).

En atención al resultado del pleito, a la calidad y extensión de las tareas desempeñadas por los profesionales intervinientes y a lo dispuesto en el art. 38 de la ley 18.345, arts. 6, 7, 8, 9, 14, 19, 37, 39 y conc. de la ley 21.839 y demás normas arancelarias vigentes, los honorarios regulados al patrocinio letrado de la codemandada María Luisa Giménez son exiguos, por lo que propicio elevarlos a 10% del monto cuestionado en el litigio.

Las costas de esta instancia se impondrán a la codemandada María Luisa Giménez (arg. art. 68 CPCCN).

Asimismo, auspicio regular los honorarios de los letrados intervinientes de fs. 433/438 y 442/444, por sus labores ante este tribunal, en 25% y 30% de lo que corresponda por sus actuaciones en la anterior instancia.

En relación con la adición del IVA a los honorarios regulados se ha pronunciado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Compañía General de Combustibles SA s/ recurso de apelación” (C. 181 XXIV del 16 de junio de 1993), al sostener “que no admitir que el importe del impuesto al valor agregado integre las costas del juicio – adicionárselo a los honorarios regulados – implicaría desnaturalizar la aplicación del referido tributo, pues la gabela incidiría directamente sobre la renta del profesional, en oposición al modo como el legislador concibió el funcionamiento del impuesto”.

Ante lo expuesto, en caso de tratarse de responsables inscriptos, deberá adicionarse a las sumas fijadas en concepto de honorarios  de los profesionales actuantes en autos el impuesto al valor agregado, que estará a cargo de quien deba retribuir la labor profesional.

Voto, en consecuencia, confirmar la decisión de grado en todo lo que fuese materia de recurso y agravio; elevar los honorarios del letrado patrocinante de la demandada a 10% del monto cuestionado en el litigio; imponer las costas de esta instancia a la demandada María Luisa Giménez; regular los honorarios de los  letrados firmantes de fs. 433/438 y 442/444, por sus labores ante este tribunal, en 25% y 30% de lo que corresponda por sus actuaciones en la anterior instancia. En caso de tratarse de responsables inscriptos, deberá adicionarse a las sumas fijadas en concepto de honorarios de los profesionales actuantes en autos el impuesto al valor agregado, que estará a cargo de quien deba retribuir la labor profesional.

El doctor Néstor M. Rodríguez Brunengo dijo:
Que adhiere al voto que antecede por compartir sus fundamentos

Por todo ello, el Tribunal RESUELVE: I.- Confirmar la decisión de grado en todo lo que fuese materia de recurso y agravio. II.- Elevar los honorarios del letrado patrocinante de la demandada a 10% del monto cuestionado en el litigio. III.- Imponer las costas de esta instancia a la demandada María Luisa Giménez. IV.- Regular los honorarios de los  letrados firmantes de fs. 433/438 y 442/444, por sus labores ante este tribunal, en 25% y 30% de lo que corresponda por sus actuaciones en la anterior instancia. V.- En caso de tratarse de responsables inscriptos, deberá adicionarse a las sumas fijadas en concepto de honorarios de los profesionales actuantes en autos el impuesto al valor agregado, que estará a cargo de quien deba retribuir la labor profesional.

Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase. 


Néstor M. Rodríguez Brunengo

Diana Regina Cañal



Juez de Cámara

Juez de Cámara

Ante mi:

Leonardo G. Bloise
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